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NOTA EXPLICATIVA

El Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CP/doc. 3709/03) fue presentado por la doctora Marta Altolaguirre, Presidenta de dicho Órgano, durante la sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del día 2 de abril de 2003.


La CAJP decidió elevar a la consideración del Consejo Permanente el texto de la presentación d ela doctora Altolaguirre y las intervenciones de las delegaciones que fuesen presentadas por escrito a la Secretaría del Consejo Permanente.

En cumplimiento de lo anterior, el presente documento, compila los textos recibidos por la Secretaría del Consejo Permanente entre el 2 y el 17 de abril de 2003.

I.
PRESENTACIÓN DEL INFORME ANUAL DE LA CIDH, POR PARTE DE SU PRESIDENTA, DOCTORA MARTA ALTOLAGUIRRE

Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, distinguidos y distinguidas Representantes de los Estados miembros de la Organización y Observadores, señoras y señores:

En mi condición de Presidenta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, tengo el agrado de presentar a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente el informe anual de la Comisión correspondiente a 2002.  Me acompañan en esta oportunidad el Dr. Santiago Cantón, Secretario Ejecutivo, el Relator Especial para la Libertad de Expresión, así como de personal profesional de la Secretaría.

El informe que  ponemos en la fecha a disposición de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos fue aprobado por la CIDH durante SU 117º período ordinario de sesiones, celebrado durante febrero y marzo de este año.  El documento fue elaborado conforme a los parámetros expuestos en la Resolución (AG/RES.) 331 (VIII-0/78) de la Asamblea General, y de acuerdo a lo estipulado en el artículo 57 del Reglamento de la CIDH.  Este informe  refleja las actividades generales de la Comisión cumplidas durante la Presidencia del Dr. Juan Méndez. 

La Comisión durante el año destinó atención particular a las actas del terrorismo internacional.  Las secuelas de los ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001 han llevado, a la reflexión colectiva sobre los medios lícitos a emplear para la prevención, el esclarecimiento y adjudicación de responsabilidades por la ejecución de este tipo de acciones y sobre la dimensión de las estrategias concebidas con el fin de prevenirlos.  La legitimidad de estos esfuerzos de adjudicación y prevención se encuentra necesariamente vinculada a los propósitos mismos del Estado democrático y es precisamente por eso que su implementación debe ser respetuosa de los límites establecidos conforme a principios de un Estado de Derecho y los contenidos en el derecho internacional.  Las iniciativas antiterroristas, sea cual fuere la situación excepcional que justifique su adopción y su magnitud, deben ser abordadas con pleno respeto al derecho internacional y derecho internacional de los derechos humanos.  Se trata de un área en la cual los Estados miembros de la OEA deben cuidar de preservar el equilibrio entre su deber de proteger a la población civil y las instituciones democráticas y su obligación de no desatender la seguridad ciudadana y la función de administrar justicia con las debidas garantías y sin arbitrariedad.

En diciembre de 2002 la Comisión hizo público su “Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos” en el cual presentó un estudio sobre la vigencia y el respeto de los derechos fundamentales frente las iniciativas antiterroristas legítimamente adoptadas por los Estados miembros, basada en su experiencia de más de cuatro décadas y los estándares del derecho internacional.  En su informe, la Comisión articula varios principios fundamentales concernientes a la relación necesaria entre el combate al terrorismo y la protección de los derechos humanos en situaciones de excepción, sobre los cuales expuso ante ustedes ampliamente, mi antecesor, Comisionado Juan Méndez. 

La ansiedad generada tanto por la amenaza de la violencia terrorista,  como por las expectativas de contrarrestarla, así como la guerra que actualmente se desarrolla en Irak, tienden a desviar la atención de las autoridades y de al menos parte de la opinión pública de muchos de los problemas endémicos de carácter económico, social y cultural que aquejan a las sociedades de nuestro Hemisferio y en especial a sus sectores más vulnerables.  Sin embargo, la persistencia y agravamiento de estos problemas continúa erosionando la participación ciudadana en el proceso democrático, dañando los presupuestos de la democracia y debilitando su eficacia como herramienta de gobierno y convivencia pacífica.  Aún más, continúa agravando las perspectivas de violencia y de más hechos terroristas.

La CIDH observa con preocupación el progresivo deterioro de la institucionalidad democrática.  Las elecciones periódicas en los países de nuestro hemisferio no obstan para que muchas democracias de la región exhiban debilidades institucionales e incluso se vean expuestas a intentos de golpes de estado o alteraciones del orden constitucional.  Afortunadamente, los Estados miembros de la OEA son hoy en día consistentes en su rechazo colectivo a estos intentos, en invocación de instrumentos tales como la Resolución 1080 y la Carta Democrática Interamericana.  También observa con preocupación que los límites al poder público determinados por la propia normativa interna son en algunos casos burlados o ignorados, provocándose así el resquebrajamiento del estado de derecho y el debilitamiento institucional.
La corrupción, la pobreza, la exclusión y las brechas sociales, económicas, étnicas y de género contribuyen a la inseguridad jurídica, y por lo tanto a la inestabilidad.  Esta situación, que se ve agravada por la falta de acceso efectivo a la justicia, no sólo contribuye a perpetuar la falta de eficacia y la impunidad que aqueja el funcionamiento de los sistemas judiciales del hemisferio, sino que provoca la exclusión de los ciudadanos de la administración de justicia tanto en su participación como operadores, como en su actividad de sujetos activos.  La desconfianza hacia los sistemas de justicia cuando no responden en la protección a las víctimas se acentúa en relación a los más vulnerables cuando son objeto de la discriminación y cuando no (ni) facilitan el acceso efectivo a la determinación de sus derechos.  Esos factores coinciden con la creciente sensación de inseguridad de la ciudadanía frente a la violencia y la criminalidad crecientes y la tendencia a tomar la “justicia” por propia mano.

En este contexto hemisférico, que refleja mayormente realidades de orden global, los mecanismos de protección de los derechos humanos deben continuar jugando rol fundamental.  En este orden de ideas, la labor de promoción, prevención, control, denuncia y representación que cumplen los defensores de derechos humanos y operadores de justicia continúa siendo vital para el respeto de los derechos fundamentales de los habitantes de nuestros países.  La actividad de los defensores de derechos humanos y las organizaciones para las cuales trabajan permiten acceder a información y visibilizar la situación de grupos vulnerables, de personas e individuos afectados tanto por la violencia, la pobreza, la exclusión y la discriminación como por los excesos cometidos en situaciones de emergencia, y responder a sus denuncias.  Como consecuencia del trabajo que los defensores y organizaciones de derechos humanos adelantan a nivel nacional, regional y universal, son en muchos casos blanco de la violencia y los Estados miembros, en el marco de las deliberaciones de los órganos políticos de la Organización y la CIDH, han comenzado a explorar la responsabilidad que les corresponde para garantizar su seguridad y el ejercicio libre de su labor.  

Corresponde reiterar que la integridad y eficacia de la protección brindada a los habitantes del hemisferio por el sistema depende, primordialmente, de los esfuerzos de los Estados miembros para adoptar en su legislación las disposiciones internas requeridas por el Sistema y alcanzar la universalidad del mismo sistema mediante la ratificación de la Convención Americana y de los demás instrumentos sobre derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción de la Corte; del cumplimiento con la obligación de adaptar su legislación interna a sus obligaciones internacionales y su debida interpretación y aplicación por los órganos del Estado, en particular el poder judicial; y por último, del cumplimiento de los compromisos internacionales y las recomendaciones y decisiones de la Comisión y de la Corte son elementos necesarios para la efectividad del Sistema.


Durante este año la CIDH continuó abordando estos, entre otros desafíos hemisféricos, a través del ejercicio de su mandato de promover y proteger los derechos humanos.  La Comisión prosiguió con su labor con relación a la situación de grupos especialmente vulnerables, a través del trabajo de sus relatorías especiales para los derechos de los niños, las mujeres, los pueblos indígenas, y los trabajadores migratorios, los cuales aparecen reflejados en el capítulo VI del presente informe anual.  La CIDH ha  prestado también especial atención a la situación de los afrodescendientes tanto a través de sus labores de promoción como de sus estudios de la situación general de los derechos humanos en los Estados miembros, sus casos individuales y medidas cautelares.  La Relatoría de la Libertad de Expresión ha continuado también con su importante labor en materia de promoción y asesoramiento, reflejada en el estudio correspondiente al año 2002.

Al igual que en la última década, durante el año 2002 el tema migratorio ocupó un lugar preponderante en la agenda política de numerosos países de las Américas debido al creciente flujo que por distintos motivos se ha producido en el hemisferio.  Además de los históricos movimientos migratorios que caracterizan a la región, las crisis económicas y políticas en diversos puntos de la región aumentaron el número de personas que migraron en las Américas.  Las presiones migratorias, unidas a la preocupación por seguridad derivada de los ataques terroristas del 11 de septiembre del 2001, motivaron un incremento considerable en los controles  y, en muchos casos, un endurecimiento en el trato a los trabajadores migrantes y sus familias quienes enfrentan situaciones particulares en los procedimientos de carácter administrativo en un número importante de países de las Américas. 

Conforme con el mandato conferido por la CIDH, durante el año recién pasado la Relatoría Especial de Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias realizó una serie de actividades entre las cuales destacan tres visitas temáticas a Estados miembros de la OEA, México, Costa Rica y Guatemala.  Asimismo, participó en diversas labores de promoción; entre ellas, elaboró un Programa para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes en las Américas, dictó charlas y talleres sobre el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, participó en conferencias y foros relativos al tema migratorio y desarrolló y profundizó vínculos institucionales con organismos intergubernamentales y entidades de la sociedad civil que trabajan a favor de los trabajadores migratorios en la región.  

En materia de la Relatoría de Derechos de la Mujer, en este Informe incluimos las conclusiones de la CIDH sobre la primera visita temática realizada por la Relatoría.  La misma se llevó a cabo en el mes de febrero, por invitación del Gobierno del Presidente Vicente Fox, para examinar la situación de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez, México. 

Para el plan de trabajo programado para el presente año, la Relatoría se concentrará principalmente en el tema de acceso a la justicia de las mujeres, con especial énfasis en los supuestos de violencia contra la mujer y las dificultades a superar en relación al tema. 

Al analizar la situación de los derechos de la mujer en la región, la Relatora ha indicado que las iniciativas a nivel local, nacional  y regional para hacer frente a las violaciones de los derechos humanos con causas y consecuencias específicas de género han logrado establecer ciertas normas básicas que son claves, particularmente respecto de la discriminación y la violencia contra la mujer. El  principal desafío que seguimos enfrentando es la brecha entre estas normas y la experiencia vivida por las mujeres en las Américas. A este respecto, la Relatoría Especial ha insistido en el problema de la impunidad y su incidencia en la perpetuación de las violaciones de los derechos humanos con causas y consecuencias específicas de género.  La impunidad en tales casos socava al sistema mismo de garantías y crea un clima favorable a la reiteración de las violaciones en detrimento a la dignidad humana y a los derechos más fundamentales.  La Relatoría Especial insta a los Estados miembros a redoblar sus esfuerzos en aplicar la debida diligencia en la investigación, procesamiento y sanción de los actos de discriminación y violencia contra la mujer en aplicación de los contenidos de la Convención de Belém do Pará, instrumento ratificado por la casi totalidad de los Estados miembros y demás instrumentos del Sistema.  En relación con esta obligación, es crucial que los Estados otorguen a las víctimas un rápido acceso a una justicia efectiva.

Como es del conocimiento de los señores Representantes, en el año 2001 se firmó un Convenio de Cooperación Técnica entre el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la OEA, para el fortalecimiento de la Relatoría de los Derechos de la Niñez de la CIDH, el cual se ha venido desarrollando exitosamente.  En el marco del proyecto la Relatoría de la Niñez ha realizado una recopilación de instrumentos internacionales y regionales en materia de derechos humanos de la infancia, sistematización de la doctrina y jurisprudencia del sistema interamericano titulada “La Infancia y sus derechos en el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos”. 

Asimismo, se están realizando diversas visitas de promoción y talleres sobre derechos humanos de la niñez, y sobre los mecanismos que ofrece el sistema interamericano de derechos humanos para su protección.  Dichos talleres se han llevado a cabo durante el año 2002 y lo que va del 2003 en Paraguay, Guatemala, Honduras, Perú y México.  Los participantes han sido funcionarios de los Estados y defensores de derechos de la niñez.  A través de estas actividades se ha logrado una importante difusión de los distintos mecanismos que ofrece el sistema.  Durante el 116 período ordinario de sesiones de la CIDH, en Washington D.C.,  se realizó una audiencia pública, a la que asistieron representantes de UNICEF y de distintas organizaciones regionales que trabajan en derechos de la niñez.

La Comisión, en su interés y esfuerzo por fortalecer, impulsar y sistematizar su trabajo en el área de los derechos de los pueblos indígenas en América, creó en el año 1990 la Relatoría Especial sobre Derechos de los Pueblos Indígenas.  Desde el año 2000, gracias a los aportes del Programa Pro Derechos Humanos para Centroamérica, (PRODECA) del Gobierno de Dinamarca, se está implementando el proyecto “Reforzamiento de la Capacidad del Sistema Interamericano para la Defensa de los Derechos Humanos de las Comunidades, Minorías Étnicas y otros grupos vulnerables afectados por los conflictos en Centroamérica”, que ha permitido a la Comisión formar un equipo especializado de apoyo en la Relatoría, actualmente integrado por una abogada especialista y un becario.  Durante el año 2002 fue posible ampliar la beca “Rómulo Gallegos” a una vacante, especialmente dirigida a jóvenes abogados indígenas de Centroamérica interesados en profundizar su experiencia y conocimiento en derechos humanos y derecho indígena. 

En el año 2002, con el reforzamiento profesional especializado se ha logrado avanzar significativamente y profundizar el procesamiento de las peticiones y casos que se tramitan ante la CIDH  y que dicen relación con pueblos indígenas y sus miembros; se ha profundizado también en el conocimiento que los pueblos indígenas, sus líderes y defensores tienen respecto de las posibilidades de acceder al sistema interamericano de derechos humanos, lo que en términos prácticos ha significado el aumento de denuncias por violaciones a los derechos humanos de los pueblos indígenas, relacionadas con temas como territorio ancestral, derechos políticos, discriminación, etc. Igualmente, se ha incrementado el conocimiento en la sociedad civil de la capacidad y profundización de la jurisprudencia del sistema interamericano de derechos humanos sobre derechos de los pueblos indígenas.  Actualmente más de setenta peticiones y/o casos se están tramitando ante la CIDH vinculados a estos derechos.

La Relatoría para la Libertad de Expresión elaboró el Informe sobre la Situación de la Libertad de Expresión en las Américas que forma parte del Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).  Vale destacar que durante el año 2002, luego de evaluar postulantes en un concurso público la CIDH decidió el primer cambio de Relator Especial para la Libertad de Expresión, designando a Eduardo Bertoni, quien asumió sus funciones en el mes de mayo de 2002. Este es el quinto Informe Anual preparado por la Relatoría Especial desde su creación en 1997, y continúa dividido en 6 capítulos.

El Capítulo I del Informe considera el mandato y competencia de la Relatoría, así como las actividades llevadas a cabo durante el 2002.  El Capítulo II contiene una descripción sobre algunos aspectos vinculados a la situación de la libertad de expresión en los países del hemisferio.  Con el objetivo de contribuir a la promoción de la jurisprudencia comparada, el Capítulo III resume la jurisprudencia del sistema interamericano y la jurisprudencia doméstica de los Estados miembros.  El Capítulo IV desarrolla una primera aproximación a la problemática sobre “Libertad de Expresión y Pobreza” abordando temas relacionados con los mecanismos para que los pobres accedan a la información pública, con la utilización legal de medios de comunicación comunitarios y con el ejercicio del derecho de expresión legal y de reunión en espacios públicos.  En la sección correspondiente a “Leyes de Desacato y Difamación Criminal”, Capítulo V, se insiste en la necesidad de derogar el delito de desacato y se mencionan los pocos avances en este tema logrados por los países del hemisferio desde los últimos informes sobre el tema en los años 1998 y 2000.  En el Capítulo VI se recomienda a los Estados investigar los asesinatos, secuestros, amenazas e intimidaciones a comunicadores sociales y juzgar a sus responsables; promover la derogación de las leyes de desacato y las leyes sobre difamación y calumnia criminal y promulgar leyes que permitan el amplio acceso a la información. 

Finalmente, el Informe remarca que en materia de libertad de expresión e información en las Américas, los asesinatos y agresiones a periodistas, defensores de derechos humanos y personas en general que hacen uso de este derecho continúan representando un problema grave.  Es preocupante que en muchos casos estos crímenes se mantienen en la impunidad.  Señala asimismo el Informe que siguen existiendo prácticas que intentan restringir la libertad de expresión también por medio de acusaciones en tribunales penales por delitos de desacato, o de difamación cuando las personas se manifiestan críticamente sobre asuntos de interés público.  Todas estas circunstancias no contribuyen a generar un ambiente donde la libertad de expresión se desarrolle plenamente.

Síntesis del Informe Anual de 2001

El informe anual se divide en tres volúmenes, los dos  primeros relativos al trabajo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  El tercer volumen contiene, como se explicó, el Informe del Relator Especial de la CIDH para la Libertad de Expresión.

Conforme a la práctica iniciada en 1999, el Capítulo I del Informe Anual de 2001 está dedicado a presentar una apreciación sobre la situación de los derechos humanos en el hemisferio y los principales desafíos a la vigencia de tales derechos.  El Capítulo II ofrece una breve introducción a los orígenes y fundamentos jurídicos de la Comisión y expone las principales actividades cumplidas por la CIDH durante el período bajo análisis.  En tal sentido, se destacan las actividades llevadas a cabo en el marco de los dos períodos ordinarios de sesiones y  uno extraordinario.  Asimismo, en dicho capítulo se exponen las actividades cumplidas con otros órganos del sistema interamericano, y con instituciones regionales y mundiales de naturaleza similar.  Entre ellos se destacan las visitas a la sede de la Comisión de los Relatores de Naciones Unidas para Discriminación Racial, Tortura y Pueblos Indígenas. En particular, quisiera destacar la práctica de las reuniones anuales de la CIDH y la Corte Interamericana con objeto de tratar temas de interés común, a fin de mejorar el funcionamiento del sistema regional de derechos humanos. La Comisión y la Corte mantienen una relación de cooperación que es mutuamente beneficiosa para el cumplimiento de sus respectivos mandatos.

Durante el período que abarca este informe, la Comisión realizó dos visitas in loco a Haití y una Venezuela. También realizó una visita de trabajo a Argentina que en las copias del informe que ustedes han recibido erróneamente aparece como una visita in loco. Tanto en la versión impresa final como en la versión que aparecerá en nuestra página de Internet figurará correctamente como una visita de trabajo.  Asimismo, la semana pasada la Comisión concluyó una visita a Guatemala.  Por otra parte, nuestros Relatores temáticos y por países han realizado visitas de promoción y de trabajo durante todo el año.  La CIDH está procesando la información recibida antes, durante y después de las visitas con miras a la elaboración del informe sobre la situación de los derechos humanos en dichos países. En nombre de la Comisión, agradezco especialmente a los Gobiernos por su colaboración en el logro de los objetivos trazados durante las visitas del año 2002.

El Capítulo III es indudablemente el eje del trabajo de la CIDH, ya que contiene el análisis y las decisiones sobre denuncias de violaciones de derechos fundamentales que afectan a seres humanos.  Este capítulo, el más extenso del informe, contiene las decisiones adoptadas respecto a peticiones y casos individuales presentados a la Comisión y tramitados de acuerdo con la normativa aplicable.  Cabe destacar igualmente la importancia creciente que la Comisión atribuye al sistema de peticiones y casos individuales y a la solución amistosa de los mismos; el informe de este año comprende cuatro decisiones de esta índole. Al mismo tiempo, la CIDH prosigue las negociaciones con miras a la solución amistosa de docenas de casos de varios países de la región.  La disposición de las partes a dialogar y a buscar soluciones creativas constituye un indicador indudablemente positivo de la creciente evolución del sistema. 


En el período bajo análisis, publicó un total de 58 informes que incluyen 38 casos declarados admisibles; 6 informes sobre peticiones declaradas inadmisibles; 3 informes de solución amistosa; y 11 informes de fondo.  En los informes que se incluyen este año, la Comisión ha continuado tratando temas estructurales en nuestro hemisferio como violaciones al debido proceso, ejecuciones extrajudiciales, uso abusivo de la jurisdicción militar e impunidad.  También la CIDH ha decidido sobre temas que cada vez con mayor frecuencia  llaman nuestra atención, como son los derechos de la mujer, la libertad de expresión y la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales.  Estos casos reflejan la creciente complejidad jurídica de los casos que está llamada a decidir, así como el empeño de esta Comisión por mejorar y profundizar sus argumentaciones y fundamentaciones.  Con ello, la Comisión no solamente pretende resolver de una manera jurídicamente sólida los casos y peticiones sino también desempeñar una tarea de promoción mediante la determinación jurídica del alcance de las obligaciones asumidas voluntariamente por los Estados miembros de la Organización.  Por último, en sus informes la Comisión continuó clarificando diversas cuestiones procesales, particularmente en el tema de la admisibilidad de peticiones, tales como la legitimación procesal activa para presentar denuncias, la vigencia temporal de la Convención Americana y las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos, entre otras.  Con ello se procura contribuir a la seguridad jurídica de nuestro sistema, fijando reglas y estándares que la Comisión sigue fielmente.  La CIDH recuerda que la aprobación y publicación de un informe sobre los méritos de un caso individual ofrece, en alguna medida, la reparación a la víctima de una violación de derechos humanos que no pudo obtener justicia en los órganos jurisdiccionales nacionales.


No puedo dejar de llamar la atención de los señores representantes sobre algunos números importantes en el sistema de peticiones individuales.  Particularmente en el año 2002, la CIDH recibió 4656 denuncias individuales. De este número, 3635 se refieren a la situación de los derechos de las personas afectadas por medidas bancarias ("Corralito") en Argentina. Vale la pena aclarar que el promedio anual entre 1997 y 2001 fue de 609 peticiones, con lo cual en el año 2002 se produjo un aumento de más del 700% en el número de denuncias recibidas.  Aún si no se computan las denuncias relativas al llamado "corralito", la CIDH en el año 2002 recibió 1021 denuncias, un 40% más que en los cinco años anteriores.  Esta circunstancia ha puesto una enorme presión en nuestra Secretaría Ejecutiva, que ha logrado responder a esta situación de una manera eficiente y de hecho ha mantenido el número de peticiones en trámite dentro de sus promedios históricos. 

Esta sección comprende además 91 medidas cautelares otorgadas o extendidas por la CIDH y con respecto a las cuales ha habido actividad durante este período.  En este sentido, la Comisión ha continuado con su práctica de informar sobre las medidas cautelares solicitadas a los Estados miembros de la Organización, por iniciativa propia o a petición de parte, al amparo de lo dispuesto en el artículo 25 de su Reglamento, en los casos en que es necesario evitar daños irreparables a las personas.  Se ha impulsado también mayor comunicación directa con los peticionarios y las autoridades.


El Capítulo III vuelve a incluir una sección sobre el estado de cumplimiento con las recomendaciones de la CIDH en casos individuales.  La Asamblea General de la OEA, mediante su resolución AG/RES. 1890  (XXXII-O/02) sobre Evaluación del Funcionamiento del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos para su Perfeccionamiento y Fortalecimiento, instó a los Estados miembros a que realicen sus mejores esfuerzos para dar seguimiento a las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (punto resolutivo 3.c) y que sigan dando el tratamiento que corresponde al informe anual de la Comisión, en el marco del Consejo Permanente y de la Asamblea General de la Organización, estudiando posibles formas de considerar el seguimiento de las recomendaciones de la Comisión por parte de los Estados miembros de la Organización (punto resolutivo 3.d).  Tanto la Convención (artículo 41) como el Estatuto de la Comisión (artículo 18) otorgan explícitamente a la CIDH la facultad de solicitar información a los Estados miembros y producir los informes y recomendaciones que estime conveniente.  Específicamente, el Reglamento de la CIDH que entró en vigencia el 1º de mayo de 2001 dispone en su artículo 46 que  la Comisión podrá tomar las medidas de seguimiento que considere oportunas, tales como solicitar información a las partes y celebrar audiencias, con el fin de verificar el cumplimiento con los acuerdos de solución amistosa y recomendaciones.  Asimismo, la Asamblea General aprobó la Resolución AG/RES. 1894 (XXXII-O/02), Observaciones y Recomendaciones al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, e invitó a la CIDH a que considerase la posibilidad de continuar incluyendo en sus informes anuales información referente al seguimiento por parte de los Estados de sus recomendaciones y a revisar los criterios e indicadores en la materia utilizados en el informe de este año, a fin de lograr su perfeccionamiento. 

En cumplimiento de sus atribuciones convencionales y estatutarias y en atención a las resoluciones citadas y de conformidad con el artículo 46 de su Reglamento, la CIDH solicitó información a los Estados acerca del cumplimiento de las recomendaciones efectuadas en los informes publicados sobre casos individuales incluidos en sus Informes Anuales correspondientes a los años 2000 y 2001. El cuadro que la Comisión presenta incluye el estado en que se encuentra el cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH formuladas en el marco de casos resueltos y publicados en los últimos dos años. La CIDH resalta que diferentes recomendaciones formuladas son de cumplimiento de tracto sucesivo y no inmediato y que algunas de ellas requieren de un tiempo prudencial para poder ser cabalmente implementadas. Por lo tanto, el cuadro presenta el estado actual de cumplimiento que la Comisión reconoce es un proceso dinámico que puede evolucionar continuamente. Desde esta perspectiva, la Comisión evalúa si las recomendaciones se encuentran o no cumplidas y no si ha habido un comienzo de cumplimiento de tales recomendaciones. La CIDH ha procurado recoger en lo pertinente las observaciones formuladas por los representantes de diferentes Estados miembros durante la presentación del Informe Anual correspondiente al año 2001.

A fin de contribuir a la transparencia del sistema, la Comisión ha decidido incluir en su página electrónica todas las respuestas de los Estados que  hayan solicitado expresamente la publicación de sus respectivas respuestas a nuestros informes. Confiamos que este mecanismo contribuirá al diálogo entre los Estados y la CIDH, así como a un mejor control público sobre el sistema interamericano de derechos humanos. Con satisfacción debo mencionar que a diferencia del año pasado, en varios casos en el presente informe anual podemos informar acerca de un caso de cumplimiento total de las recomendaciones formuladas.  Pero todavía quedan muchos casos pendientes de cumplimiento total o parcial.  En este sentido, los Estados miembros deben realizar los mejores esfuerzos para cumplir de buena fe con las recomendaciones de la Comisión. Asimismo, depositamos nuestra confianza en el Consejo Permanente y en esta Comisión de Asuntos Jurídicos para que establezcan un mecanismo periódico de supervisión  del cumplimiento de las decisiones de la Comisión y la Corte, a fin de dar vigencia efectiva al principio de garantía colectiva subyacente en el sistema interamericano de protección de derechos humanos. 

El Capítulo III también expone información sobre las actuaciones de la Comisión ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  La sección respectiva presenta las medidas provisionales dictadas por la Corte a solicitud de la Comisión en situaciones de extrema gravedad y urgencia, al amparo de lo dispuesto en el artículo 63(2) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como la síntesis de diferentes decisiones de la Corte y de las actuaciones de la Comisión en varios casos contenciosos.

Por otro lado, la Comisión ha seguido los criterios expuestos en su Informe Anual de 1998 para identificar a los Estados miembros cuyas prácticas en materia de derechos humanos merecieran atención especial y la inclusión en un capítulo especial del informe anual.  En este sentido, en el Capítulo IV del informe de este año se analiza la situación de los derechos humanos en Colombia, Cuba, Haití y Venezuela.  El Capítulo V del Informe Anual sigue la práctica de analizar el avance en el cumplimiento de las recomendaciones formuladas previamente por la Comisión, en uso de sus facultades como órgano principal de la OEA en materia de derechos humanos.  En esta oportunidad, dicho capítulo contienen informe en seguimiento de Guatemala y con las recomendaciones expuestas en los informes de la CIDH sobre la situación de los derechos humanos en dichos países. Agradezco en esta oportunidad a los Estados por su respuesta a la solicitud de información formulada por la CIDH. 


El volumen I del informe concluye con los anexos habituales en los que se informa sobre el estado de las convenciones y protocolos del sistema regional de derechos humanos, además de los comunicados de prensa y discursos seleccionados que difundió la CIDH durante el año pasado.

Conclusión

Señor Presidente, señores y señoras representantes, estimados colegas, compañeros  y compañeras de trabajo, señoras y señores:

Antes de concluir, debo expresar la gratitud de la Comisión por el incremento de fondos aprobado por la Organización recientemente.  Anualmente señalamos ante ustedes las necesidades financieras por las que atraviesa la CIDH.  Los fondos adicionales que hemos recibido nos permitirán continuar y profundizar el cumplimiento de nuestros mandatos convencionales, estatutarios y aquellos surgidos de las Cumbres de las Américas.  Esperamos que los fondos adicionales aprobados por los Estados miembros se mantengan en el futuro y que sean otorgados a la CIDH en su totalidad. También debo agradecer especialmente las contribuciones voluntarias de los Estados miembros y de los Observadores Permanentes. 

La búsqueda constante de mecanismos para consolidar las democracias participativas crea nuevas oportunidades para el compromiso de los Estados miembros con los órganos del sistema interamericano de derechos humanos. La Comisión y la Corte son, conforme al propósito de los Estados miembros, medios para ayudar al desarrollo de "un régimen de libertad personal y de justicia social", que es el objetivo final consignado en el preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Acorde con ello, la Comisión renueva su  compromiso de trabajar con los Estados miembros en el cumplimiento de su mandato para defender la dignidad humana mediante la protección y la promoción de los derechos humanos. En nombre de la Comisión, quiero expresar nuestra gratitud por el apoyo que los Estados miembros han brindado a la Comisión para que ésta continúe honrando ese compromiso común de velar por el ejercicio de los Derechos Humanos de todas las personas de nuestro hemisferio. 

Muchas gracias.
II.
observaciones y recomendaciones de los estados miembros al informe anual de la cidh

IntervenTION BY THE DELEGATION OF ANTIGUA AND BARBUDA

Mr. Chairman,

Let me, on behalf of my delegation, begin by expressing my appreciation to Dr. Marta Altolaguirre for his presentation of the Annual Report of the Inter-American Commission on Human Rights. My delegation takes very keen interest in the Commission’s annual report because it provides an opportunity for the peoples of the Hemisphere, and indeed the world, to be informed of and to examine the state of human rights in our region. It is the considered view of my delegation that the report of the Inter-American Commission on Human Rights is among the most important reports that is presented to this committee on an annual basis.


Mr. Chairman, the report reveals the extensive nature of the Commission’s work, and to this end, the Commission and its staff are deserving of much recognition. Let me also state that my delegation is appreciative of the agreeable tone of the report, and wish to congratulate the Commission on its efforts to try and maintain a cordial relationship with member countries, but in particular, those under scrutiny.


Mr. Chairman, a quick overview of the report reveals that all is not well on the human rights front in our Hemisphere. Serious violations remain – a state of affairs that should concern all of us. The failure of Judicial authorities to punish the perpetrators of human rights violations is indeed cause for concern. That specific groups such as suspected criminals, homosexuals, and street children are persecuted and exterminated is a worrisome and grievous matter. That many migrant workers remain especially vulnerable to expressions of xenophobia and discrimination is a human rights violation that requires remedial action.


On the issue of the human rights of women, we are encouraged by the report that initiatives at the local, national and regional levels have succeeded in establishing some key minimum standards, particularly with respect to discrimination and violence against women. However, the report reveals that there are major challenges facing many of our countries. In this context, my delegation finds it worrisome that high levels of violence that affect men, women and children remain rampant in specific places. 


 Mr. Chairman, there are no doubts whatsoever that progress in protecting and promoting the human rights of the citizens of the Americas is being made. But many difficult, grievous and worrisome challenges remain. The Organization of American States, the Inter-American Human Rights Institutions and independent agencies, groups and individuals whom we classify as defenders of human rights must redouble their efforts to ensure that every right which is endowed on every man, every woman and every child is observed with dignity in an atmosphere of liberty and the pursuit of happiness.

Thank you Mr. Chairman    

Intervención de lA DELEGACIón de ARGENTINA
Gracias Señor Presidente

La delegación argentina desea agradecer la presentación del Informe Anual de la Comisión Interamericana por parte de su distinguida Presidenta, Dra. Marta Antolaguirre, quien nos ha ilustrado sobre el importante trabajo que llevó a cabo la Comisión en el pasado año. No voy a extenderme en destacar la importancia que le asigna la República Argentina a la CIDH, que ha contribuido directamente con el fortalecimiento de la democracia en mi país.

Permítame resaltar dos aspectos generales y dos observaciones puntuales.

En primer lugar el Informe de tres volúmenes y más de 2500 páginas, contiene en sí mismo la demostración de la cantidad y calidad del trabajo de la CIDH, tanto como órgano de protección como de promoción de derechos humanos en nuestra región. Ello nos indica que acertadamente la Organización procedió este año a aumentar los recursos del fondo regular destinados a apoyar los trabajos de la Comisión, lo cual fue apoyado decididamente por mi país y las delegaciones aquí presentes. 

En segundo lugar, mi delegación desea felicitar y apoyar a la Comisión y a la Secretaría Ejecutiva por mantener una permanente atención en el seguimiento de su Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos. Este es un tema de vital interés para el mundo, para la región y para mi país. Alentamos que la CIDH no baje la guardia en promover y verificar la observancia de los derechos humanos en la lucha que libramos todos los países aquí presentes para prevenir, combatir y erradicar ese horrible flagelo.

Sobre el informe en sí, con su venia Señor Presidente, y en el marco de pleno respeto a la autonomía de la CIDH en la elaboración y aprobación de su Informe Anual,  me permitiré hacer algunas observaciones que esperamos sean tenidas en cuenta por la Comisión:

1.
Agradecemos la mención hecha por la Presidenta en su intervención inicial en relación con la corrección del error en la página 18, referido al carácter de la visita de trabajo que realizó el Comisionado Robert Goldman a nuestro país, acompañado del Secretario Ejecutivo  y la Dra. Abi-Mershed, en agosto de 2002. Asimismo, en cuanto a los resultados de esta visita de trabajo, mi delegación se permite observar respetuosamente que hubiera sido oportuno también mencionar en el Informe que como consecuencia de las reuniones de trabajo en esa oportunidad con la CIDH y peticionarios, se iniciaron varios procesos de solución amistosa que representan un cambio positivo en la actitud del Estado argentino retomando una estrecha cooperación con la CIDH en ese sentido, como lo indicó la propia Comisión en el comunicado que emitió al finalizar la visita.  

2.
En segundo lugar, Señor Presidente, la delegación argentina desea una vez más compartir con la CIDH su preocupación por la demora registrada en el traslado de varias denuncias recibidas por la Comisión, las cuales fueron transmitidas al Estado solicitándole información luego de varios años desde que fueran recibidas por la Comisión. Ello dificulta las posibilidades del Estado para brindar información sobre los hechos alegados, acota su potencialidad como mecanismo de “alerta temprana” y podría eventualmente generar perjuicios a las propias víctimas que se intenta proteger. En consecuencia, sugerimos respetuosamente a la CIDH que analice formas de evitar dar curso a lo dispuesto en los artículos 26 a 29 de su reglamento mas allá de un plazo razonable.

Para finalizar permítame agradecer y felicitar a todos los Comisionados por el trabajo del 2002, en particular al Profesor Robert Goldman, Relator por casi 8 años de mi país, y quien abandonará la Comisión próximamente. También felicitamos al Secretario Ejecutivo y dentro de su equipo a la Dra. Elizabeth Abi-Mershed, abogada a cargo de los casos referidos a mi país.

En nombre de la Argentina, reitero el apoyo al trabajo de la CIDH por su invalorable e insustituible labor a favor de la protección y promoción de los derechos humanos en nuestro continente, la que nos enorgullece a todos los americanos

MUCHAS GRACIAS

Intervención de lA DELEGACIón de COLOMBIA

Señor Presidente:

En primer término manifestamos nuestro agradecimiento a la doctora Marta Altolaguirre por su presentación del informe de la CIDH correspondiente al año 2002 y extendemos nuestro agradecimiento a los demás Comisionados, a los Relatores y a la Secretaría Ejecutiva por su trabajo.

Debemos resaltar que la Comisión en su informe anual haya destacado los esfuerzos de Colombia por definir y aplicar una política eficaz en materia de Derechos Humanos, y haya dejado constancia, en primer término, “de una serie de avances en materia de derechos humanos impulsados por los órganos del Estado”, y que para su presentación ante la Asamblea General de la Organización hayan sido “ponderadas e incorporadas” las reflexiones presentadas por el gobierno colombiano en el contexto de su política de Seguridad Democrática.

Colombia ha sido constante en su apoyo al sistema interamericano de protección de los Derechos Humanos y ha mantenido un diálogo constructivo con la Comisión. El Gobierno Colombiano ha participado en forma responsable y transparente en las audiencias convocadas por la Comisión con delegaciones del más alto nivel y ha reiterado la importancia del diálogo en las instancias internacionales y el trabajo conjunto, necesarios  para lograr  el respeto absoluto de los Derechos Humanos con base en el fortalecimiento de los mecanismos que permitan su protección. 

Tocado el tema de las audiencias ante la CIDH, debemos resaltar los avances que hemos logrado y que parten, en lo que se refiere a los casos que se ventilan ante la Comisión, de la disposición del Estado Colombiano para lograr acuerdos de solución amistosa en muchos de ellos. Igualmente, frente a la adopción de medidas cautelares, cuyo objetivo es evitar daños irreparables en situaciones de gravedad y urgencia, el Estado ha mostrado su mejor voluntad mediante hechos concretos y ha procedido con celeridad a atender las solicitudes de la Comisión aún por encima de las limitaciones presupuestarias que no siempre hacen fácil esta labor.   

De otra parte, apreciamos el esfuerzo de la Comisión por incluir algunos apartes del referido documento de observaciones al proyecto de informe, que el Gobierno hiciera llegar en su oportunidad. A este respecto, compartimos especialmente el análisis que se hace del fenómeno del desplazamiento forzado que constituye el principal problema humanitario que enfrenta Colombia, como consecuencia del conflicto interno y la bienvenida que da la Comisión a las políticas institucionales sobre la materia. 

Sin embargo consideramos que algunos aspectos muy importantes de las observaciones no fueron anotados. 

En efecto, el Estado reconoce la compleja situación del país y la incidencia que  tiene en cuanto al ejercicio pleno de los Derechos Humanos en nuestro territorio. Es precisamente el reconocimiento de estas circunstancias anómalas lo que nos ha llevado a la búsqueda de soluciones efectivas a través de diversos mecanismos, que hoy están en vigencia. El crecimiento de los grupos armados ilegales, su desprecio por el Derecho Internacional Humanitario, su participación en la producción y trafico de drogas con todas sus indeseables secuelas y el deterioro general de la situación de Derechos Humanos, son desafíos al Estado de Derecho y a la Democracia en Colombia, que con mucho valor se están enfrentando. 

En este contexto, a propósito de la afirmación según la cual “La libertad con la que los grupos paramilitares siguen operando en gran parte del territorio a pesar de la presencia del Ejército, y los elevados niveles de violencia que continúan causando el desplazamiento forzado de la población civil, sugieren que persiste la colaboración y aquiescencia de los agentes del Estado para con estos grupos”, ha sido siempre claro que nunca ha existido en Colombia una política de Estado, o una directriz gubernamental, dirigidas a propiciar, establecer o ejecutar actividades de connivencia con actores armados ilegales, o específicamente con los llamados paramilitares. Otra cosa es que hayan existido casos reconocidos y específicos de acciones u omisiones de algunos agentes del Estado, de carácter individual, que nunca han comprometido a las Instituciones y que el Estado por medio de las diferentes ramas del poder público ha rechazado y ordenado su investigación y ejemplar sanción.  Un principio fundamental del Estado social de derecho es el rechazo de la violencia como forma de alcanzar propósitos políticos o de imponer ideologías. Por esta razón el Estado colombiano combate  a todos los grupos que en su territorio actúan al margen de la ley    

En lo que se refiere a la administración de justicia, no se anotaron algunos aspectos importantes del documento de observaciones, como el fortalecimiento del Comité Especial de Impulso a investigaciones sobre violaciones de Derechos Humanos y la futura implementación del sistema único de información sobre el estado de los casos de violaciones a los derechos humanos y de infracciones al DIH que posibilitará la priorización de los casos, de acuerdo con su urgencia.

También, queremos llamar la atención sobre la invitación que en la resolución AG/RES 1894 (XXXII-O/02) aprobada por la Asamblea General en su trigésimo segundo período ordinario de sesiones se hizo a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para considerar la posibilidad de seguir incluyendo información sobre el seguimiento a las recomendaciones por parte de los Estados, y para revisar y perfeccionar los criterios e indicadores que para ello se utilizan. 

El cuadro del informe sobre seguimiento de las recomendaciones, correspondiente al año 2001, tenía cuatro categorías: cumplimiento total, cumplimiento parcial, incumplimiento con información del Estado e incumplimiento sin información del Estado. En el informe que estamos observando, se redujeron las categorías a tres: cumplimiento total, cumplimiento parcial y pendiente de cumplimiento. Consideramos que estas categorías son mucho más ajustadas y se compadecen con los esfuerzos de los Estados en seguir las recomendaciones de la Comisión, especialmente para aquellos casos en que se han iniciado gestiones, aun cuando no se tengan resultados dado el carácter mismo de las recomendaciones, o por dilaciones que obedecen a múltiples factores y que antes se reseñaban bajo la categoría de incumplidas.

A pesar de que el informe se refiere a las actividades de la Comisión durante el año 2002, es  importante ilustrarlos sobre avances en lo casos cuyas recomendaciones se reportan como pendientes de cumplimiento por parte del Estado Colombiano. En efecto, en el caso Río Frío, la Corte Suprema de Justicia en sentencia de 6 de marzo de 2003 ordenó reabrir el proceso ante la justicia ordinaria

Muy importante es informar a la Comisión y a los honorables delegados, que la Corte Constitucional en Sentencia de C-004/03 de 20 de enero pasado, recientemente publicada, sienta jurisprudencia sobre la procedencia de la acción de revisión en casos específicos, concretamente la Corte resolvió:

“Declarar EXEQUIBLE el numeral 3° del artículo 220 de la Ley 600 de 2000 o Código de Procedimiento Penal, en el entendido de que, de conformidad con los fundamentos 31, 36 y 37 de esta sentencia,  la acción de revisión por esta causal también procede en los casos de preclusión de la investigación, cesación de procedimiento y sentencia absolutoria, siempre y cuando se trate de violaciones de derechos humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario, y un pronunciamiento judicial  interno, o una decisión de una instancia internacional de supervisión y control de derechos humanos, aceptada formalmente por nuestro país, haya constatado la existencia del hecho nuevo o de la prueba no conocida al tiempo de los debates. 

“Igualmente, y conforme a lo señalado en los fundamentos 34, 35 y 37 de esta sentencia, procede la acción de revisión  contra la preclusión de la investigación, la cesación de procedimiento y la sentencia absolutoria, en procesos por violaciones de derechos humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario, incluso si no existe un hecho nuevo o una prueba no conocida al tiempo de los debates, siempre y cuando una decisión judicial interna o una decisión de una instancia internacional de supervisión y control de derechos humanos, aceptada formalmente por nuestro país, constaten un incumplimiento protuberante de las obligaciones del Estado colombiano de investigar en forma seria e imparcial las mencionadas violaciones”. 

Esta sentencia y su futuro desarrollo y aplicación constituirán un hito en el combate a la impunidad, en el que Colombia entera está comprometida.

Recapitulando, la representación de Colombia recibe los tres volúmenes del Informe de la CIDH con gran interés, en el convencimiento de que constituye un positivo aporte a la lucha que en nuestro país el gobierno nacional, los diferentes organismos del Estado y notables estamentos de la sociedad civil, adelantamos en el inclaudicable propósito de lograr, en el mas breve tiempo, que desaparezcan de la vida nacional absolutamente todas las circunstancias que han venido lesionando los intereses ciudadanos y afectando sus atributos mas especiales, interesados como estamos por conseguir que en todo momento se guarden y respeten los derechos humanos y las garantías sociales.

Las autoridades colombianas atenderán las sugerencias planteadas en el informe y sus recomendaciones, seguras como están de que la Comisión conoce y comprende perfectamente la difícil situación que afecta al País. 

Guerrilleros, paramilitares, narcotraficantes, delincuentes comunes, asolan la vida nacional con actitudes violentas que ciegan vidas, restringen la libertad de los colombianos con el secuestro, los extorsionan, limitan su capacidad de análisis político, arrasan poblaciones enteras, destruyen la infraestructura nacional y  atacan permanentemente a la fuerza pública y a las diferentes autoridades. El terrorismo, que es la más perversa de las expresiones de la violencia, se ha venido utilizando con sevicia, dejando una macabra estela de muertos y miseria.

El Estado colombiano tiene la responsabilidad de confrontar la  violencia y la delincuencia  con los medios que le permiten los principios democráticos y la Constitución Nacional, pero sabe que le corresponde hacerlo atendiendo las prescripciones del Estado de Derecho y cumpliendo los propios señalamientos de la ley. El Gobierno nacional y los demás estamentos Estatales obrarán en concordancia con sus deberes, y serán celosos en exigir a sus agentes y representantes la mas clara observancia a las normas legales, por cuyo mandato les es obligatorio respetar los derechos ciudadanos y velar porque les sean reconocidos, abstenerse de cualquier grado de connivencia con sectores delincuenciales y  propugnar por la convivencia social, so pena de sufrir el rigor de las sanciones que la misma ley prescribe y que las autoridades les aplicarán sin excepción.

El Estado colombiano respeta y hará respetar, la vida, la integridad personal y todos sus derechos a los compatriotas que han venido siendo objeto de agresiones injustificadas, como los dirigentes sindicales, los defensores de derechos humanos, los representantes de organizaciones no gubernamentales, los indígenas y afrodescendientes, lo mismo que a dirigentes políticos, alcaldes, gobernadores, jueces y fiscales y a los periodistas, cuya situación de vulnerabilidad ha sido ilustrada en el informe de la Relatoría para la Libertad de Expresión.

El Estado colombiano y todos sus agentes, frente a la gravedad del conflicto interno, en el cumplimiento de sus deberes con el País y con la sociedad, uno de los cuales es velar por el orden público y garantizar a los ciudadanos el normal ejercicio de sus actividades cotidianas, contrarrestando la acción de los grupos armados ilegales, son conscientes de que tienen que respetar los ordenamientos del Derecho Internacional Humanitario y proteger la integridad de los civiles que no toman parte en la conflagración.

Sobre estas bases, anhelando de la comunidad internacional un claro conocimiento de las circunstancias que asedian la vida nacional, seguiremos luchando porque en nuestra Patria desaparezcan los innumerables factores que lesionan su cabal desarrollo democrático y estaremos siempre muy pendientes de atender las observaciones de la Comisión. 

Finalmente, en esta oportunidad solicitamos que estos comentarios se incorporen no sólo al informe del Consejo Permanente sino como anexo al informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

Muchas Gracias.

Intervención de lA DELEGACIón de MéXICO

Señor presidente:


En primer lugar deseo agradecer a nombre del gobierno de México a la presidenta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, doctora Marta Altolaguirre, por la presentación de este Informe Anual correspondiente a las actividades de la CIDH durante el año 2002.  

Asimismo, siendo esta la primera ocasión en que la doctora Altolaguirre comparece ante esta Comisión en carácter de presidenta de la CIDH, le extendemos una felicitación y le expresamos tanto nuestra confianza como la colaboración del gobierno de México durante el año en que encabezará a la Comisión.

Entrando en materia, quisiera decir que las áreas correspondientes de la Cancillería mexicana se encuentran analizando el contenido de este Informe a fin de presentar algunas observaciones por escrito. No obstante, aprovecho esta ocasión para adelantar algunos comentarios:

En diversos foros internacionales, México ha mantenido una posición congruente con su política de promoción del respecto de los derechos humanos y de colaboración plena con los organismos internacionales, como parte de su proceso de reforma del Estado. 

En consecuencia, durante el año que abarca este informe, el gobierno de México continuó desplegando esfuerzos para reforzar el diálogo y la colaboración con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, convencido de la importancia de la labor que realiza pero, al mismo tiempo, consciente de la gran responsabilidad que tiene no sólo como instrumento de protección de los derechos humanos en situaciones generales o específicas, sino también como factor de cambio político y de transición democrática.

Señor presidente,



El gobierno de México determinó su apoyo a la CIDH en el 2002, en tres áreas principalmente:

La primera se refiere a respaldar el compromiso de fortalecer el sistema de derechos humanos mediante el aumento sustancial de sus recursos, que asumimos todos los estados durante la Tercera Cumbre de las Américas. 

A principios de año pasado, México otorgó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contribuciones voluntarias por un total de 185 mil dólares, de los cuales, 100 mil fueron destinados para sus labores generales; 50 mil, para impulsar el trabajo de la Relatoría Especial para Trabajadores Migratorios; 25 mil más para las labores de la Unidad de Defensores de Derechos Humanos y 10 mil más en apoyo de la Relatoría sobre Libertad de Expresión. 

Debido a las sensibles reducciones que sufrió el presupuesto del gobierno federal mexicano, esas aportaciones, al igual que las que hicimos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos por $100 mil dólares, constituyeron un enorme, pero decidido esfuerzo, para contribuir con el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos.

 
La segunda área tiene que ver con el tratamiento de las peticiones individuales. México continuó colaborando con la CIDH a fin de encontrar fórmulas que permitieran dar cumplimiento a las recomendaciones emitidas en algunos casos, y también para facilitar la solución de los casos y peticiones mediante el diálogo transparente con las víctimas, los peticionarios y la Comisión. Durante el 2002, se lograron avances importantes en la solución de muchos de los asuntos como, por ejemplo, la liberación del señor José Francisco Gallardo el 7 de febrero.

También quisiera manifestar que el gobierno mexicano, a pesar de los altos costos que ello representa, ha atendido de manera inmediata todas las solicitudes de medidas cautelares dictadas por la CIDH y le ha proporcionado puntualmente la información requerida, no obstante que consideramos que, en algunos casos, el otorgamiento de las medidas requería de un mayor análisis de la queja.

La tercera área fue la disposición permanente para recibir en nuestro país a la Comisión Interamericana. Al respecto, el gobierno de México se siente complacido por la aceptación de la presidenta Marta Altolaguirre, en su calidad de Relatora para los Derechos de la Mujer, para que visitara Ciudad Juárez en febrero de 2002, a fin de establecer contacto directo con las autoridades federales y locales, las organizaciones de la sociedad civil y los familiares de las víctimas de la situación violenta en contra de las mujeres que se ha suscitado en aquella ciudad del norte del país.

Asimismo, durante julio de 2002, se recibió la visita del entonces presidente de la CIDH, doctor Juan Méndez para celebrar reuniones de trabajo en busca de las medidas de cumplimiento a los informes de la Comisión, así como para formalizar la solución amistosa en otros casos. 

También fueron recibidos en México el Relator Especial sobre Trabajadores Migratorios y su equipo, durante una visita de 10 días en la que recorrieron varias ciudades de las fronteras norte y, sobre todo, sur del país y sostuvieron reuniones con diversas autoridades federales y locales así como con otros sectores de la sociedad que se mencionan en el informe que hoy revisamos.


Señor presidente,  deseo hacer algunas referencias particulares sobre el Informe Anual de la CIDH: 

1.
Con respecto al Informe “Derechos Humanos y Terrorismo” presentado el 12 de diciembre de 2002 en cumplimiento de la resolución AG/RES 1906 (XXXI-O/02), reitero la satisfacción de mi gobierno por su calidad y contenido pero quiero insistir también en la propuesta hecha ante esta misma Comisión para que la CIDH continúe con el estudio de compatibilidad, ampliando su trabajo a otros derechos que pudieran verse afectados por medidas que adopten los estados en la lucha contra el terrorismo.

2.
Por lo que se refiere al apartado sobre tratados interamericanos de derechos humanos, el 9 de abril de 2002, México ratificó la Convención Americana sobre Desaparición Forzada de Personas. Asimismo, y en tanto que el informe de la CIDH la incluye bajo esta clasificación, aprovecho para mencionar que el congreso mexicano ha aprobado la Convención Interamericana contra el Terrorismo, la que en breve será ratificada.

3.
En lo que corresponde al informe de la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios, como ya se mencionó, se realizó una visita del 25 de julio al 3 de agosto a México. Esperaremos con gran interés el Informe correspondiente que la CIDH ha anunciado que presentará durante el primer semestre del 2003. 

Aprovechamos para hacer nuevamente un llamado a los estados miembros para que consideren la posibilidad de apoyar las labores de la Relatoría, mediante aportaciones financieras.

Con respecto al Programa Interamericano para la Protección y Promoción de los Derechos Humanos de los Migrantes, quisiéramos aclarar un aspecto.  El informe de la Relatoría señala que la versión final del programa es aquella que se le anexa y que se someterá a la Asamblea General de Santiago.

En ese sentido, debe precisarse que la resolución AG/RES 1898 (XXXI-O/02) encomienda al Consejo Permanente la elaboración del Programa Interamericano con la ayuda de la CIDH y la OIM. Si bien reconocemos el trabajo realizado y agradecemos el proyecto de la CIDH que, por cierto, conocimos hasta el día 12 de marzo pasado, éste programa deberá incluir las observaciones que los estados miembros consideremos oportunas, antes de someterse a la aprobación de la Asamblea General. 

Por otra parte señor presidente, queremos manifestar nuestra total coincidencia con las conclusiones de la Relatoría cuando aborda el tema del mercado laboral y las condiciones de discriminación de los trabajadores migratorios: La no discriminación en el derecho internacional de los derechos humanos consagra la igualdad de todas las personas. Las distinciones basadas en el origen nacional están expresamente prohibidas. Por ello, ningún estado puede discriminar entre trabajadores documentados o regulares y los que no lo son, cuando se trata de proteger y garantizar sus derechos laborales fundamentales.

4.
Por último señor Presidente, me refiero brevemente al informe del relator sobre libertad de expresión.

México cuenta con una nueva Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Contamos, asimismo, con un organismo que supervisa y garantiza el acceso a la información y que auxilia al ciudadano en cualquier queja que tuviere. Creamos, paralelamente, la obligación estatal de publicar la información relativa a su desempeño y operación bajo el principio irrenunciable de la transparencia pública.

El gobierno de México está convencido que la rendición de cuentas es un principio de eficiencia administrativa ya que la publicidad de la información se convierte en un instrumento de supervisión ciudadana.  

Muchas gracias.

Intervención de lA DELEGACIón de PERú

En nombre del Gobierno del Perú, agradezco a la Lic. Marta Altolaguirre, Presidenta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, al Dr. Santiago Cantón, su Secretario Ejecutivo que la acompaña, así como al Relator para la Libertad de Expresión, Dr. Eduardo Bertoni, por la elaboración y presentación del Informe Anual, amplio y valioso, sobre las actividades de la Comisión.

En primer lugar, deseo felicitar a la Lic. Altolaguirre por su reciente elección como Presidenta de la Comisión, designación que nos honra también a nosotros por tratarse de la Relatora del Perú en la CIDH.  En tal sentido, es el sentir del Gobierno peruano que la visita de trabajo de la Comisionada Altolaguirre al Perú, en agosto de 2002, ha tenido un saldo positivo porque permitió un mayor acercamiento de la Comisión no sólo con los representantes de los peticionarios, sino con las autoridades nacionales directamente comprometidas con el cumplimiento de sus recomendaciones.

En lo que respecta al Informe, deseo destacar el “Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos”, en el cual ha presentado un estudio concienzudo y técnico sobre la vigencia y el respeto de los derechos humanos frente a las iniciativas antiterroristas legítimamente adoptadas por los Estados miembros, en ejercicio de su deber de proteger a la sociedad en su conjunto.  El Perú concuerda absolutamente con la conclusión de la Comisión respecto a que los gobiernos están obligados a adoptar las medidas necesarias para prevenir el terrorismo y otras formas de violencia y garantizar la seguridad de su población en un marco de respeto de los derechos fundamentales.

Fue en ese sentido que el Perú insistió, durante la negociación de la Convención Interamericana Contra el Terrorismo, que se incluyera una disposición expresa que estableciera que las medidas adoptadas por los Estados Parte a fin de prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo, deben llevarse a cabo con pleno respeto al estado de derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales.

Este precepto fue adoptado por consenso e incorporado en el artículo 15 de la Convención Interamericana Contra el Terrorismo.  

Sobre el particular, es pertinente anunciar que el texto de la Convención fue remitido al Congreso de la República, el pasado 6 de marzo, para su aprobación con fines de su oportuna ratificación por el Gobierno del Perú.

El Perú, asimismo, depositó el 13 de febrero de 2002, su instrumento de ratificación de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.

Otro aspecto que deseo destacar es el de la promoción y defensa de la democracia.  El Perú comparte con la Comisión su preocupación por la debilidad de la institucionalidad democrática en algunos Estados de la región. Afortunadamente, contamos con el valioso instrumento de la Carta Democrática Interamericana que nos proporciona las herramientas preventivas para que la Organización de los Estados Americanos pueda tener un papel proactivo en los casos de crisis de la institucionalidad democrática.

Al abordar las recomendaciones de carácter general que la CIDH ha considerado oportuno formular a los Estados miembros, debo reiterar que es política de mi gobierno, la promoción y protección de los derechos civiles, políticos, sociales y culturales, y que se encuentra empeñado en profundizar su cumplimiento.

Asimismo, compartimos la exhortación de la Comisión para que los Estados miembros aprueben la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, cuyo Grupo de Trabajo tengo el honor de presidir. El Gobierno del señor Presidente Alejandro Toledo se encuentra comprometido con la causa del reconocimiento de los derechos y aspiraciones de los pueblos indígenas de nuestro continente, así como con la protección de los derechos de los afrodescendientes.  En tal sentido, el Perú patrocina el Proyecto de Resolución a presentarse en la próxima Asamblea General que reitera la prioridad que la Organización otorga al proceso que va a ingresar ahora a la etapa de negociación, con mecanismos de participación de los representantes indígenas, de la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas.  Aprovecho de la oportunidad para agradecer a la Comisión por la valiosa colaboración que viene haciendo a través de la Dra. Isabel Madariaga y reitero el deseo de reforzar aún más la Relatoría de Pueblos Indígenas.

El Perú asimismo, copatrocina, junto con otros Estados, entre otros proyectos que incluyen los derechos del niño y de las mujeres, el Proyecto de Resolución presentado por el Brasil sobre “Prevención del Racismo y de Toda Forma de Discriminación e Intolerancia y Consideración De La Elaboración De Un Proyecto De Convención Interamericana”.

Por otro lado, el Perú respalda las recomendaciones de la Comisión para que los Estados miembros adecuen sus respectivos marcos normativos a los estándares de la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión y la Convención Americana, para que se otorgue una protección adecuada a los profesionales de la información y establezcan mecanismos legales de acceso a la información.

Dos gestos marcan el apoyo político peruano al tema de la libertad de expresión y su Relatoría.  En primer lugar, nuestro país se ha comprometido a realizar una contribución voluntaria para los trabajos de la Relatoría.  En segundo lugar, el Perú ha presentado, con el copatrocinio de Argentina y Chile, un Proyecto de Resolución sobre Acceso a la Información.

Finalmente, el Perú se aúna al llamamiento de la Comisión para que los Estados miembros que no lo hayan hecho, se adhieran o ratifiquen el Estatuto de la Corte Penal Internacional y adopte las medidas legislativas y de otro carácter necesarias para invocar y ejercer la jurisdicción universal frente a la responsabilidad individual por la comisión de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra.  En tal sentido, el Perú viene apoyando activamente el Proyecto de Resolución presentado por México y ha propuesto agregados al Proyecto para que los Estados miembros de la Organización cooperen judicialmente para combatir la impunidad de los responsables de haber cometido los crímenes más graves de trascendencia internacional.

En lo que respecta a ciertos temas que aún no han merecido, a criterio de la Comisión, el pleno cumplimiento de sus recomendaciones, la CIDH puede tener la seguridad que el Gobierno del Presidente Toledo se encuentra trabajando arduamente para su cumplimiento, siendo pertinente recordar que las medidas realizadas en la década pasada por un gobierno autoritario de poco más de diez años y sus consecuencias, no son fáciles de superar.

En este orden de ideas, el Estado peruano está comprometido a cumplir con las recomendaciones planteadas en la conclusión del presente Informe del año 2002, invitando a la Comisión a continuar, con el valioso apoyo de la sociedad civil, el importante seguimiento que realiza sobre la situación de los derechos humanos en el Perú.

Finalmente, deseo concluir señalando que el Perú reitera su apoyo a la Comisión y a las importantes tareas que realizan sus miembros y su Secretario, y viene participando activamente en todo aquello que implique ampliar su presupuesto y, en general, fortalecer sus actividades orientadas a la protección y promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

Muchas gracias.

Intervención de lA DELEGACIón de LA REPúBLICA DOMINICANA

Muchas gracias, Señor Presidente

Mi delegación desea agradecer en nombre del gobierno dominicano la presentación de la Comisionada Marta Altolaguirre, Presidenta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sobre el informe anual de dicho órgano y felicitarla por su designación como Presidenta del mismo.

Señor Presidente, señora Presidenta de la Comisión, señores Representantes Permanentes, delegados alternos. El informe que nos ha presentado la Dra. Altolaguirre refleja claramente el voluminoso trabajo que tiene la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por delante. Si ustedes observan, tal y como ella lo ha expresado, se trata sólo en el año pasado de 4,656 denuncias individuales, un 700% más de lo que se recibió en años anteriores y un 40% más si no se incluyen las denuncias del Corralito en la Argentina.

Además, su informe refleja que 38 peticiones fueron declaradas admisibles, 6 fueron declaradas inadmisibles y se produjeron 11 informes sobre el fondo. También indica que sólo fueron logradas 3 soluciones amistosas en el transcurso del año 2002. Llama la atención la baja cantidad de soluciones amistosas que la Comisión ha podido lograr en el desempeño de sus funciones durante el año transcurrido. 

Entendemos que una de las tareas principales de la Comisión debe ser, desde nuestro punto de vista, llegar a arreglos entre los peticionarios y los Estados que eviten largos procesos, de manera que no estemos tratando un caso durante 3, 4, y  5 años, en un momento en que la Comisión esta siendo arropada por una cantidad de denuncias, lo que le impide mantener un volumen adecuado de solución de casos. 

Creo además que la situación económica de nuestro países exigen de la Comisión, en beneficio de los peticionarios y de los Estados, que tienen la responsabilidad de garantizar los derechos humanos de nuestros ciudadanos, más eficiencia en la resolución de los casos. En la medida que los casos son resueltos a tiempo mediante soluciones amistosas, se contribuye a reducir sus costos para las partes y a disminuir los efectos colaterales a las supuestas víctimas, por lo que instamos a la Comisión a apoyar este tipo de solución.

No me referiré al apoyo del gobierno dominicano a los trabajos de la Comisión, ya que durante los últimos años éste ha sido una forma de actuar claramente definida del Gobierno dominicano, así como tampoco a la situación de los derechos humanos en la República Dominicana. Sin embargo, creo que es importante destacar que el Gobierno dominicano ha mostrado interés y voluntad de cumplir con las recomendaciones de la Comisión y así lo ha demostrado en los Casos que están pendientes ante la Comisión.

Los casos de los países no pueden verse desvinculados de la realidad sociopolítica, ni de la situación económica de los mismos, ya que a veces se tiene la voluntad política para enfrentar dichos Casos pero no los medios económicos para cumplir con las recomendaciones que la Comisión considera adecuadas. Pongo esto de ejemplo con relación a las medidas cautelares solicitadas por la Comisión a favor de las personas afectadas del virus del VIH/SIDA, tal como lo ha indicado la delegada de Honduras en su intervención y que afecta a otros países, entre los cuales se encuentra la República Dominicana. En mi país, existe una gran cantidad de pacientes que se multiplica cada año y pocos recursos disponibles para atenderlos, no obstante, el interés y los esfuerzos que hace el gobierno dominicano para enfrentar este tipo de situación.

Más que referirme al contenido del informe, deseo aprovechar esta oportunidad para expresar el sentir del Gobierno dominicano en cuanto al tratamiento dispensado por la Comisión a las peticiones y casos que le son encomendados y su relacionamiento con los Estados Miembros y las ONGs representantes de los peticionarios. Sobre el particular, hemos podido constatar que la Comisión y su Secretaria Ejecutiva no tienen una actitud de colaboración en cuanto a orientar a los Estados Miembros para facilitar la solución de los casos y que actúa más que nada en función de los intereses y las presiones que recibe de las ONGs, actuando en determinados momentos más que como árbitro, como fiscal acusador de los Estados Miembros, lo que la coloca en una situación poco confiable para dilucidar los casos bajo su responsabilidad. 

En ocasiones se tiene la sensación de que la Comisión ni siquiera lee o estudia la documentación sometida a su consideración por parte de los Estados, ya que no se hace acopio de la misma en los informes sobre los casos, dando una apariencia de total ignorancia de los mismos. Sin embargo, las informaciones suministradas por las ONGs aparecen en dichos informes como verdades incuestionables y las conclusiones de los casos se realizan en función de estas informaciones, a menudo parcializadas e interesadas. No quiero  generalizar, no me refiero a  todos los casos sino a algunos de ellos.

Hemos llegado a la conclusión de que la Secretaria Ejecutiva somete a la Comisión voluminosos informes, los cuales por su extensión se hace imposible revisar a profundidad en el corto tiempo de que dispone la Comisión para llevar a cabo su trabajo durante los periodos ordinarios de sesiones, impidiéndole conocer los detalles de la información presentada por la Secretaría e induciéndola a adoptar decisiones que perjudican el interés de los Estados Miembros de llegar a soluciones amistosas.

Esta situación podría afectar la relación del Gobierno dominicano  con la Comisión, por lo que hacemos un llamado para que la Comisión observe con mayor énfasis los informes que le son presentados por los Estados Miembros, así como los preparados por la Secretaría Ejecutiva para su conocimiento y decisión.

Estas observaciones se hacen de forma constructiva, con el mayor interés de contribuir al mejoramiento de los trabajos de la Comisión y a las buenas relaciones que deben mantenerse con todos: Estados Miembros y ONGs representantes de los peticionarios.

Es importante destacar que el Gobierno dominicano cree en la autonomía e imparcialidad de la Comisión, aspectos tales en los que es necesario seguir trabajando para mantener y fortalecer el sistema interamericano de derechos humanos.

En este sentido, es indispensable alentar a la Secretaría Ejecutiva para que observe el principio de equidad y representatividad geográfica en la contratación de su personal, así como a que actúe de manera cuidadosa a la hora de asignar los casos a ex-funcionarios de organizaciones no gubernamentales, que previamente han tenido bajo su responsabilidad la presentación de casos ante la Comisión, a fin de evitar conflicto de intereses.

Intervención de lA DELEGACIón de VENEZUELA
Señor Presidente, la Delegación de Venezuela desea agradecer  al Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, Ministro Consejero Antonio García, la organización de esta sesión para recibir el Informe Anual 2002 de la CIDH. Asimismo, a la Dra. Marta Altolaguirre por la presentación del Informe Anual 2002, haciéndole llegar nuestra felicitación por su designación como Presidenta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

La Delegación de Venezuela desea reiterar, en primer lugar, el compromiso del Gobierno de la República Bolivariana de  Venezuela y del Presidente Hugo Chávez Frías de promover, respetar y garantizar los derechos humanos protegidos en la Convención Americana de Derechos Humanos, instrumento jurídico que obtuvo rango constitucional al ser incorporado a nuestra Carta Fundamental,  promulgada en referendo popular el 15 de diciembre de 1999.

Debo reiterar igualmente el respaldo del Gobierno de Venezuela a los órganos que componen el sistema interamericano de derechos humanos: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana.

Partiendo de esa premisa,  debo manifestar que el Gobierno Nacional  lamenta que la  relación entre el Estado y la CIDH durante el año 2002 no ha sido del todo positiva,  a pesar de los esfuerzos del Estado por mantener una relación equilibrada y armoniosa con la Comisión. Desde esa perspectiva, consideramos que la CIDH  ha podido haber encarado de otra manera los desafíos enfrentados durante el año 2002, respecto a los sucesos ocurridos en Venezuela con motivo del golpe de Estado.

Saludamos con entusiasmo la posibilidad de que este órgano pueda renovar y refrescar el enfoque para la promoción y defensa de los derechos humanos, cuando se elijan los nuevos Comisionados que integrarán dicha Comisión, en el marco de la Asamblea General de la OEA, en junio de 2003.  

Nuestra  apreciación tiene su fundamento en la ambigua y parcializada postura que éste órgano  ha  adoptado desde hace algún tiempo con respecto al proceso venezolano y que se hizo más evidente a partir de  los hechos que desembocaron en el golpe de Estado del 11 de abril. Recordemos, por  ejemplo, el ambiente de pugnacidad provocado por la mayoría de los medios de comunicación privados, el 09 de abril de 2002. Durante sus transmisiones la TV privada y otros medios de comunicación fueron alimentando un clima de  tensión pre-golpista.  Actuando en concordancia con los actores del golpe de Estado, incitaban  a asaltar el Palacio de Gobierno y a desconocer a las legítimas autoridades constitucionales. En ese escenario, de carácter subversivo, el Gobierno tenía dos opciones: el cierre de los medios audiovisuales, dado los evidentes intentos de interrumpir el orden democrático, o tratar de contrarrestar dichas transmisiones, a través de los escasos medios de difusión con que cuenta el Estado: una estación de radio y un canal de televisión.  El Gobierno venezolano, orientado por su profunda convicción democrática optó, entonces, por transmitir cadenas cortas de 15 a 20 minutos, para mantener informada a la población sobre la dinámica golpista en movimiento. En ese escenario de gran tensión, la CIDH publicó un Comunicado, en el cual condenaba las transmisiones intermitentes del Gobierno Nacional, calificándolas de “cadenas abusivas”. El Comunicado de la CIDH, emitido en el contexto ya mencionado, incremento aún más la ferocidad de los medios de comunicación. Estos se sintieron avalados por este órgano. Esta afirmación es absolutamente verificable,  por los graves hechos de violencia que posteriormente se desarrollaron,  de los cuales existen  registros audiovisuales  en Venezuela. En ese orden, resulta inexplicable que la Comisión no hubiese hecho ninguna mención a los contenidos golpistas y anticonstitucionales que divulgaban los medios de comunicación, y menos aún, su total desinterés en  conocer la posición del Gobierno Constitucionalmente electo de Venezuela. El 10 de abril de 2002, esto es, un día antes del bochornoso zarpazo golpista liderado por Pedro Carmona Estanga y por militares antidemocráticos, racistas y fascistas,  el Representante Permanente de Venezuela, en una conversación telefónica  advirtió a Santiago Cantón sobre el carácter golpista que tenían las transmisiones de los medios privados. A pesar de esta grave advertencia, la CIDH no mostró ninguna reacción. De igual manera, el Representante Permanente de Venezuela se comunicó, el mismo día,  con el Presidente de la Comisión, Dr. Juan  Méndez y le expresó  preocupación por el Comunicado emitido y por el evidente ambiente golpista que reinaba en Venezuela. Se le expresó que la CIDH estaba favoreciendo los planes golpistas en desarrollo.  Su respuesta fue de indiferencia, desestimándose las advertencias que se tornaron, el 11 y 12 de abril,  en una trágica realidad: un golpe de Estado. 

Otro de los graves errores y omisiones  en los que ha incurrido  la CIDH fue negar el otorgamiento de medidas cautelares para proteger la vida del Presidente de la República Hugo Chávez Frías, cuando  era evidente que su vida corría peligro. Cómo se puede explicar esta denegación por parte de la Comisión, cuando la Junta facciosa había disuelto por Decreto todas las instituciones democráticas  -garantías del estado de Derecho-  que constituyen, per se, condiciones objetivas para el respeto al debido proceso. Por fortuna, antes de que reaccionara cualquier organismo internacional, el pueblo soberano salvó la vida del Presidente de la República Hugo Chávez  y restauró las instituciones democráticas. Los asaltantes del poder  habían secuestrado al Jefe de Estado y esto era un hecho público y notorio como lo informaban las agencias internacionales de noticias.

Se hace necesario destacar que  la visita in loco efectuada por la CIDH  a  Venezuela, en mayo de 2002, se  realizó gracias a la  invitación que  formuló personalmente el  Presidente de la República, Hugo Chávez Frías. 

Al finalizar la visita in loco, en mayo de 2002, la CIDH incumplió  las normativas de su propio reglamento respecto a los informes y los plazos para su publicación. La Comisión, presidida por el Comisionado Juan Méndez y su Secretario Ejecutivo, Santiago Cantón,  una vez finalizó la visita in loco presentó a los medios de comunicación  un extenso documento denominándolo eufemísticamente “Observaciones preliminares”. Estas, como es dable conjeturar, no fueron formuladas con el  rigor metodológico ni con  la ética, seriedad y responsabilidad que es exigible a los integrantes de esa Comisión.

La sección sobre Venezuela del Informe Anual 2002,   es una  reedición de la publicación del Informe de la CIDH “observaciones preliminares”, sin ningún tipo de reformulación. Luego de un año, lamentamos que éste órgano no hubiese tenido el interés de evaluar el material informativo evacuado por el Estado venezolano sobre estas “Observaciones”. Tampoco tomó  en consideración una cantidad apreciable del material sustantivo,  presentado por  organizaciones sociales venezolanas  que se han manifestado claramente contra los golpistas y denunciado la política  antidemocrática que han tenido los grandes medios privados de comunicación.

 
En el Informe denominado “Observaciones Preliminares”, la CIDH apenas abordó tres temas de derechos humanos: libertad de expresión, exterminio policial y la cuestión penitenciaria. Es menester resaltar, que casi la totalidad de las consideraciones del Informe están fuera del marco de  competencia de la CIDH -como está claramente establecido en el artículo 1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos-, pues abarcan aspectos relativos a las normas procesales constitucionales, legislativas y del régimen de transición jurídico derivado del proceso constituyente.

En cuanto al Volumen III, relativo al Informe sobre la Relatoría de Libertad de Expresión,  apreciamos  que la CIDH admita que en Venezuela existe libertad de expresión y admita también que no existen casos de detención,  por aplicación de leyes de desacato, periódicos clausurados, periodistas detenidos, secuestrados, asesinados, etc. Deseamos subrayar, empero,  que  en nuestro ordenamiento jurídico existen algunas normas de desacato, que  jamás se han aplicado durante la administración del  Presidente Hugo Chávez Frías. Estas datan del período precedentes,  cuando dos venezolanos presidían la Comisión y la Corte: Carlos Ayala Corao y Pedro Nikken. Integrantes, ambos,  del Bufete de Allan Brewer Carías, responsable de la elaboración del Decreto que abolió todas las instituciones democráticas, durante las 48 horas que duro el régimen faccioso de Carmona Estanca. Vale destacar que las personas mencionadas fueron recientemente invitadas como panelistas al seminario “La implementación en las legislaciones nacionales de los instrumentos de derecho internacional”, celebrado el 1ero de marzo de 2003;  evento organizado por la Secretaría Ejecutiva de la CIDH.

Queremos informar, por otra parte, que el proyecto de ley de Responsabilidad Social de  Radio y Televisión -mencionado por la Relatoría- ha sido consolidado en arduas consultas abiertas, desde el año 2000, con los sectores de la sociedad civil. Actualmente se encuentra en la Asamblea Nacional para su aprobación en segunda discusión.  Este proyecto tiene entre sus objetivos adecuar la normativa nacional, con base en las disposiciones contenidas en la Convención Americana de Derechos Humanos.

Con respecto a los procedimientos administrativos iniciados por el Consejo Nacional de Telecomunicaciones a ciertos medios audiovisuales privados, a los cuales hace referencia el informe de la Relatoría, es pertinente señalar que ellos están apegados a las normas contenidas en el Reglamento de Telecomunicaciones que prohíbe, al igual que la Convención Americana de Derechos Humanos, la difusión de propaganda guerra, de odio nacional, de discriminación, etc.

En referencia a las medidas cautelares dictadas por ese órgano expresamos que el Gobierno puede convenir en la necesidad de éstas,  pero objeta, sin embargo,  que para su adopción se recurra a fuentes parcializadas, dejando de lado la información suministrada por el Estado. Llama la atención que  la CIDH no fundamenta debidamente la formación de sus opiniones al momento de establecer relación de causalidad entre la violación de derechos humanos y la responsabilidad atribuida al Estado venezolano. Debemos agregar que la mayoría de los periodistas y medios de comunicación beneficiados con tales medidas, han incurrido en graves infracciones a la normativa interna y a la propia Convención Americana que prohíbe la propaganda a favor de la guerra,  la discriminación, etc. 

Finalmente, queremos destacar las reflexiones de la Relatoría sobre libertad de expresión y democracia contenidas en el III volumen. Pensamos que deben profundizarse a la luz de la democracia participativa. De igual manera sobre el tema “Libertad de Expresión y Pobreza”. Exhortamos a la Relatoría a continuar trabajando en dichos temas.    

La Delegación de Venezuela solicita que estas observaciones preliminares y otras que  podrán ser entregadas posteriormente -una vez evaluado de manera más concienzuda el Informe Anual 2002- queden registradas en el Informe de la CAJP al Consejo Permanente.

La Delegación de Venezuela reitera el profundo compromiso del Gobierno del Presidente Hugo Chávez Frías de continuar apoyando y fortaleciendo el sistema interamericano de derechos humanos. 

Destacamos la importancia de que los Estados Parte de la Convención Americana, como garantes de los derechos protegidos, cumplan con los compromisos contenidos en dicho instrumento jurídico. Asimismo, consideramos que esta responsabilidad es exigible y tiene el mismo carácter para  la CIDH. Este órgano esta obligada a cumplir con objetividad, transparencia y ecuanimidad las normativas contenidas en la Convención, en el estatuto y su reglamento. De lo contrario, se puede erosionar la legitimidad y credibilidad del sistema interamericano de derechos humanos, causando grave perjuicio a las instituciones del sistema, las instituciones democráticas y a los propios  ciudadanos.
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�.	 "Decretar la nulidad de todo lo actuado desde el 3 de octubre de 1997cuando se dispuso el cierre de la investigación por parte del Comando de la Tercera Brigada del Ejército Nacional (...) y remitir la actuación al Director Nacional de Fiscalías, para que la asigne al Fiscal Delegado que corresponda".








